
 

 

“JORNADAS PARA EXPLICAR LA LEY DEL SUELO Y DE LOS ESPACIOS 
NATURALES PROTEGIDOS DE CANARIAS” 

 
“EL PROCESO ADMINISTRATIVO RELATIVO A LA 

EDIFICACIÓN” 
 
 
 

 
 
 
 El Título VIII (artículos 324 a 350) de la LEY 4/2017, de 13 de julio, DEL SUELO Y DE 
LOS ESPACIOS NATURALES PROTEGIDOS DE CANARIAS contiene, en parte, la regulación 
de la INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA EN GARANTÍA DE LA LEGALIDAD 
AMBIENTAL, TERRITORIAL Y URBANÍSTICA. 
 
 La INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA en garantía de la legalidad urbanística está 
constituida por el conjunto de potestades administrativas atribuidas por esta ley cuyo objeto es 
el CONTROL de la LEGALIDAD de las actuaciones de construcción, transformación y uso 
del suelo, vuelo y subsuelo, ANTES, DURANTE Y CON POSTERIORIDAD A SU 
REALIZACIÓN y, en caso de contravención operar el restablecimiento de la legalidad 
vulnerada, la revisión de los actos habilitantes y, en su caso, la sanción y exigencia de 
responsabilidad de los infractores. 
 
 Estas potestades son DE EJERCICIO INEXCUSABLE y estarán regidas por los 
principios de: 
 
 

 LEGALIDAD, PROPORCIONALIDAD Y MENOR INTERVENCIÓN 
 
 
 

 “El proceso administrativo relativo a la edificación”, TÍTULO de esta PONENCIA, se 
corresponde, en líneas generales, con lo regulado por esta ley como LA INTERVENCIÓN  O 
CONTROL ADMINISTRATIVO PREVIO. 
 
 Ésta se articula A TRAVÉS DE ACTOS AUTORIZATORIOS Y COMUNICACIONES 
PREVIAS que, a partir de la entrada en vigor de esta ley el pasado 1 de septiembre, se convierten 
en TÍTULOS HABILITANTES, en tanto en cuanto, son preceptivos para HABILITAR, CON 
CARÁCTER PREVIO A SU INICIO, LA REALIZACIÓN DE LAS ACTUACIONES 
URBANÍSTICAS.  
 
 Como ACTOS AUTORIZATORIOS la ley contempla: 
 
- las LICENCIAS URBANÍSTICAS, fundamentalmente, y 
- otros ACTOS ADMINISTRATIVOS DE EFECTO EQUIVALENTE. 
 
 
 



 

 

 El CONTENIDO DE ESTA PONENCIA se va a centrar en la regulación de los títulos 
habilitantes de actuaciones urbanísticas, o de EDIFICACIÓN, como de forma más coloquial se 
resume en el título.  
 
 Les voy a hablar de los cambios que introduce la Ley de Suelo vigente en esta materia, 
desde de mi punto de vista y desde mi experiencia como responsable, en los últimos 8 años, del 
área de LICENCIAS URBANÍSTICAS Y ACTIVIDADES del Ayuntamiento de Las Palmas de 
Gran Canaria.  
 
 Destacaré aquellos aspectos que me parecen más relevantes a día de hoy, a  menos de 2 
meses desde la entrada en vigor de la ley, con las reservas o precauciones propias de estar al 
comienzo de una NUEVA FORMA DE INTERVENCIÓN, sin que tengamos aún la experiencia de 
la puesta en práctica.  
 
 Así que, en algunas cuestiones, más que certezas lo que plantearé serán dudas o 
planteamientos iniciales con los que estamos trabajando en el Ayuntamiento de Las Palmas de Gran 
Canaria.  
 
 Y, por favor, considerando que voy a hablarles de procedimientos ligados a la legalidad 
urbanística, de la FORMA, tengan presente que no soy jurídico, soy arquitecta  y, por tanto y 
aunque parezca una contradicción, soy más de FONDO. 
 

 
El contenido de esta ponencia estará ESTRUCTURADO  en tres bloques:   

 
 

DISPOSICIONES GENERALES Y ACTUACIONES SEGÚN TÍTULO 
HABILTANTE 

 
LA LICENCIA URBANÍSTICA 

 
LA COMUNICACIÓN PREVIA 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

BLOQUE I: DISPOSICIONES GENERALES Y ACTUACIONES 
SEGÚN TÍTULO HABILITANTE 
 
 
INTRODUCCIÓN / ANTECEDENTES 
 
 Hasta la entrada en vigor de esta ley, todo acto de construcción, edificación y de uso del 
suelo de EJECUCIÓN PRIVADA estaba sujeto a LICENCIA URBANÍSTICA, como único título 
habilitante, es decir, siempre sujetos a ACTO AUTORIZATORIO PREVIO. 
 
 La COMUNICACIÓN PREVIA como título habilitante de actuaciones urbanísticas es la 
“GRAN NOVEDAD” en materia de intervención administrativa que introduce esta ley.  
 
 Pero no es un elemento extraño en el control administrativo municipal ya que se viene 
aplicando en materia de ACTIVIDADES CLASIFICADAS desde la entrada en vigor de la Ley 
7/2011, de 5 de abril, de Actividades Clasificadas y Espectáculos Públicos y, de manera 
completa, con la entrada en vigor del Reglamento que la desarrolla (Decreto 86/2013, de 1 de 
agosto). 
 
 La Ley 7/2011 regula que con carácter general la COMUNICACIÓN es el régimen de 
intervención previa aplicable a la instalación, apertura y puesta en funcionamiento de las 
actividades clasificadas.  
 
 Regulando dos momentos distintos, la comunicación previa a la instalación 
(comunicación con proyecto para ejecutar las instalaciones) y la comunicación previa al inicio de 
la actividad, acompañada de declaración responsable del promotor. 
 
 En el ámbito de las licencias urbanísticas, ya la Ley 7/2011 introducía una primera medida 
tendente a la simplificación de trámites administrativos con la modificación del Decreto 
Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, por el que se aprobó el Texto Refundido de las Leyes de 
Ordenación el Territorio de Canarias y de Espacios Naturales de Canarias. 
 
 Regulando que la PRIMERA OCUPACIÓN DE EDIFICACIONES E INSTALACIONES 
EN GENERAL debía estar precedida de una DECLARACIÓN RESPONSABLE, presentada por el 
titular del derecho en el ayuntamiento correspondiente, acompañada de certificación de finalización 
de obra firmado por técnico competente. Quedando además, en el caso de viviendas, las cédulas de 
habiltabilidad sustituidas por esta declaración responsable. 
 
  
  
 Volviendo a la Ley de Suelo vigente, en resumen y con carácter general, la 
INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA PREVIA en control de la LEGALIDAD 
URBANÍSTICA es de COMPETENCIA MUNICIPAL (artículo 325) y, fundamentalmente, se 
concreta en la habilitación de actuaciones urbanísticas a través de: 
 
- La LICENCIA URBANÍSTICA: Acto autorizatorio dictado por la Administración, PREVIA 

COMPROBACIÓN de la legalidad. 
 
- La COMUNICACIÓN PREVIA, por medio de la cual el administrado pone en conocimiento 

de la Administración el inicio del ejercicio de la actuación. NO existe comprobación previa 
municipal. 



 

 

 
  
 Tal como explica el preámbulo, en el ámbito de la intervención administrativa la 
comunicación previa viene a cumplir con uno de los criterios de la nueva ley, la 
SIMPLIFICACIÓN, entendida como la reducción de cargas y trámites excesivos e innecesarios.  
 
 Es evidente que la COMUNICACIÓN PREVIA supone una simplificación, en cuanto a 
que se suprime el tiempo de espera a que la Administración compruebe para poder iniciar la 
actuación urbanística en su caso. 
 
 En cuanto a la LICENCIA URBANÍSTICA, esta ley introduce cambios significativos en su 
régimen jurídico, incluido el procedimiento, y, ya les adelanto, que no precisamente 
simplificando. 
 
 
 Pero antes de entrar de lleno en el régimen jurídico de ambos títulos, es importante 
destacar una serie de DISPOSICIONES GENERALES y de especificaciones sobre las 
distintas ACTUACIONES según la FORMA DE LA INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA. 
 
 
 
LEGALIDAD URBANÍSTICA (Artículo 324.2) 
 
¿QUÉ SE ENTIENDE POR LEGALIDAD URBANÍSTICA? 
 
Es el bloque normativo constituido por: 
 
- la legislación ambiental, territorial y urbanística, 
- sus disposiciones reglamentarias de desarrollo, 
- los instrumentos de ordenación ambiental, territorial y urbanística 
- y las ordenanzas locales que regulan la construcción, transformación y uso del suelo, vuelo 

y subsuelo. 
 
¿Y que supone esto en la práctica? 
 
 Aunque resulte una obviedad, supone que a los efectos de control administrativo sobre la 
edificación y uso del suelo, vuelo y subsuelo, la administración municipal NO ENTRARÁ A 
CONTROLAR, con carácter general, el cumplimiento de otras normativas sectoriales, incluido el 
Código Técnico de la Edificación, por no ser de su competencia.  
 
 Y digo en general porque hay algunas leyes sectoriales que derivan la comprobación de sus 
determinaciones a los Ayuntamientos: la más habitual, la normativa de habitabilidad en el caso de 
viviendas, y otras menos conocidas e, incluso “curiosas”, como la normativa mortuoria. 
 
 
LA CÉDULA URBANÍSTICA (artículo 328) 
 
 En relación con el DERECHO A LA INFORMACIÓN URBANÍSTICA, regulado con 
carácter general en el artículo 8, la CÉDULA URBANÍSTICA se regula, como hasta ahora, como 
DOCUMENTO INFORMATIVO: no altera el régimen urbanístico aplicable.  
 



 

 

 A solicitud del interesado, deberá emitirse por la Administración en el plazo de 15 días si se 
indica la referencia catastral y de 30 días en caso contrario.  
 
 Con vigencia de 1 año, salvo que con anterioridad se produjera un cambio normativo o de 
ordenación, deberá expresar: la CLASIFICACIÓN Y CONDICIONES URBANÍSTICAS DE UNA 
DETERMINADA PARCELA O EMPLAZAMIENTO.  
  
 No obstante el carácter informativo de la cédula, el ajuste de los proyectos a una cédula 
urbanística en vigor para los que se ha solicitado licencia o de las actuaciones que hayan sido objeto 
de comunicación previa, determinará: 
 
a) La EXONERACIÓN DE RESPONSABILIDAD por las actuaciones ajustadas a la cédula 

expedida y legitimadas por comunicación previa o por licencia obtenida por silencio 
administrativo positivo. 

 
b) La RESPONSABILIDAD DEL AYUNTAMIENTO por: 
 

- Los daños inherentes al restablecimiento de la legalidad urbanística, en los supuestos 
anteriores, cuando la orden de restablecimiento se apartara de los términos consignados en la 
cédula. 

 
- Los gastos de redacción y tramitación de proyectos sujetos a licencia, cuando esta se 

denegara apartándose de los términos de la cédula. 
 
 Eso sí, no operará la responsabilidad municipal cuando el cambio de criterio sea motivado 
por la concurrencia de errores de hecho o de derecho inducidos por el interesado. 

 
 

ACTUACIONES SEGÚN TÍTULO HABILITANTE 
 
 La ley establece la RELACIÓN de las ACTUACIONES sujetas a LICENCIA 
URBANÍSTICA (artículo 330), las amparadas por OTRO TÍTULO HABILITANTE (artículo 
331), las sujetas a COMUNICACIÓN PREVIA (artículo 333), así como una relación de 
ACTUACIONES EXENTAS (artículo 334). 
 
 Todas estas RELACIONES DE ACTUACIONES sujetas a licencias, a otro título 
equivalente, a comunicación previa o exentas, podrán modificarse por el Gobierno de Canarias 
mediante DECRETO. 
 
 
ACTUACIONES EN SUELO RÚSTICO: TÍTULOS HABILITANTES (artículos 74 y 75) 
 
 Aunque el régimen de suelo rústico ya se ha visto en jornadas anteriores y aunque pueda 
pecar de redundante, quiero incidir sobre la regulación de la legislación vigente en relación con los 
TÍTULOS HABILITANTES en SUELO RÚSTICO. 
 
 La gran novedad en este ámbito, por cuando supone una simplificación y agilidad 
administrativa de calado, es que desaparecen los Proyectos de Actuación Territorial y las 
CALIFICACIONES TERRITORIALES.  
 



 

 

 Se acaba con la duplicidad de actos autorizatorios por administraciones distintas para 
una misma actuación que, sobre todo en el caso de la Calificación Territorial (acto 
administrativo) y desde mi punto de vista, era totalmente desproporcionado.  
 
 En la práctica, la intervención de dos administraciones distintas en el caso de la 
Calificación Territorial, además de NO suponer mayor garantía de la legalidad urbanística y 
de duplicar, como poco, los tiempos de tramitación, producía en ocasiones discrepancias que 
dejaban al administrado en situaciones insostenibles.  
 
 Se que este punto de vista no es compartido por todos. Se ha criticado con   frecuencia la 
eliminación de la Calificación Territorial aludiendo a una supuesta menor “capacidad”, por llamarla 
de alguna manera, de control de los ayuntamientos. Toda administración pública, por principio, 
debe ser capaz de cumplir y hacer cumplir la legalidad en el ámbito de sus competencias, y la 
urbanística es materia propia de los ayuntamientos. 
 
 
 Conforme a la legislación vigente, con carácter general, los usos, actividades y 
construcciones ORDINARIOS (regulados en el artículo 59) -incluidos los complementarios 
específicos (artículo 60) y los complementarios (artículo 61)- en suelo rústico quedan sujetos a 
LICENCIA URBANÍSTICA o a COMUNICACIÓN PREVIA, según corresponda, al mismo 
régimen establecido en el Título VIII para el resto de suelos. 
 
 Los usos, actividades o construcciones en suelo rústico distintos a los anteriores, es decir, 
LOS USOS, ACTIVIDADES Y CONSTRUCCIONES DE INTERÉS PÚBLICO O SOCIAL 
(artículo 62), requerirán la determinación expresa de su interés público o social con carácter 
previo al otorgamiento, en su caso, de LICENCIA MUNICIPAL. 
 
 
ACTUACIONES AMPARADAS POR OTRO TÍTULO HABILITANTE (artículo 331) 
  
 De las actuaciones sujetas a OTROS TÍTULOS EQUIVALENTES A LICENCIA -o lo 
que es lo mismo, no sujetos a licencia urbanística por quedar habilitados por otros títulos, 
relacionados en el artículo 331-, quisiera destacar dos de ellos: 
 

1. Las OBRAS E INSTALACIONES amparadas por título habilitante para la 
INSTALACIÓN DE ACTIVIDAD CLASIFICADA. 
 
La Ley 7/2011 de Actividades Clasificadas (artículo 7.3), dispone que la licencia de obra, 
cuando esta fuera preceptiva, tramitándose ambas de forma conjunta conforme al 
régimen establecido. 
 
La Ley del Suelo, por tanto, viene a recoger una determinación vigente desde el año 2011 
de la que, a pesar de suponer una simplificación administrativa evidente, se ha hecho muy 
poco uso. Se ha venido optando, igual por desconocimiento, por la alternativa que la propia 
ley de actividades contempla: que el interesado podrá solicitar la tramitación o autorización 
sucesiva o simultánea de una u otra licencia. 

 
2. Las ACTUACIONES sobre BIENES DE TITULARIDAD MUNICIPAL 

PROMOVIDAS POR TERCEROS. 
 

Se contempla que las actuaciones sobre bienes de titularidad municipal promovidas por 
terceros queden habilitadas por el preceptivo TÍTULO HABILITANTE DE 



 

 

AUTORIZACIÓN O CONCESIÓN DEMANIAL otorgado por el ayuntamiento, cuando 
en el mismo expediente se haya verificado la adecuación a la legalidad urbanística del 
proyecto o actuación con los mismos requisitos establecidos para su licencia. 
 
Esta determinación novedosa supone una simplificación administrativa que se venía 
manifestando necesaria por obvia: unificar dos actos de la misma administración. 
 

  
 Con carácter general, se determinan dos condiciones para la exoneración de licencia 
urbanística para las actuaciones sujetas a otros títulos habilitantes: 
 

a) Que en su tramitación haya intervenido o podido intervenir la administración municipal 
sobre la adecuación de las actuaciones a la legalidad urbanística, bien a través de 
INFORME (casos de los títulos habitantes de otras administraciones) o bien a través de 
emisión de los ACTOS ADMINISTRATIVOS AUTORIZATORIOS o APROBATORIOS 
de la propia administración municipal, como los dos casos que se han destacado. 

 
b) Que el PROYECTO o actuación aprobada o autorizada presente el SUFICIENTE GRADO 

DE DETALLE para que la administración municipal halla podido pronunciarse sobre la 
legalidad urbanística. 

 
 
ACTUACIONES PROMOVIDAS POR LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS (artículo 
334) 
 
 De forma similar a lo regulado hasta ahora por la legislación derogada, NO ESTÁN 
SUJETAS A LICENCIA NI A COMUNICACIÓN PREVIA los actos de construcción, 
edificación y uso del suelo, incluidos en los proyectos de obras y servicios de las LAS 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS CANARIAS sujetos al régimen de cooperación regulado en 
el artículo 19.  
 
 La ejecución de estos actos quedará legitimada por la resolución que ponga fin al 
procedimiento de cooperación, siempre que el ayuntamiento hubiera manifestado la 
CONFORMIDAD del proyecto a la legalidad urbanística dentro del plazo de un mes o 15 días 
en caso de urgencia, o hayan transcurrido los plazos sin pronunciamiento. 
 
 Pero, se introduce una novedad: Si el ayuntamiento manifestara su “oposición fundada” en 
plazo a dicho proyecto (se entiende pronunciamiento de DISCONFORMIDAD), la actuación 
podrá quedar LEGITIMADA con RESOLUCIÓN MOTIVADA DE LA DISCREPANACIA de 
la propia administración PROMOTORA de la obra.  
 
 Hasta ahora, conforme a la legislación derogada, en caso de discrepancia o disconformidad 
urbanística municipal, la aprobación definitiva por la administración promotora requería de acuerdo 
favorable del Gobierno de Canarias, que debía precisar los términos de la ejecución y determinar, 
en su caso, la procedencia de la incoación del procedimiento de modificación o revisión del 
planeamiento de ordenación. 
 
 
TÍTULOS HABILITANTES PREVIOS (artículo 335) 
 
 NO podrá otorgarse licencia urbanística o acto autorizatorio de efecto equivalente ni 
presentarse comunicación previa para la realización de actuaciones sujetas a AUTORIZACIÓN 



 

 

SECTORIAL o TÍTULO PARA EL USO DEMANIAL, sin que se acredite el PREVIO 
OTORGAMIENTO de éstos, de forma expresa o por silencio. 
 
 En concordancia con lo dispuesto por la Ley 7/2011 de Actividades Clasificadas, para 
la solicitud y obtención de licencia municipal de obra, NO SERÁ NECESARIA la PREVIA 
obtención de TÍTULO HABILITANTE para la INSTALACIÓN DE LA ACTIVIDAD 
CLASIFICADA que vaya a implantarse, quedando en todo caso exonerada la administración 
concedente de toda responsabilidad derivada de la posterior denegación de la licencia de instalación 
de actividad clasificada o de la disconformidad a la legalidad urbanística de las actividades 
comunicadas. 
  
 Hasta la entrada en vigor de la Ley 7/2011 de Actividades Clasificadas, la concesión de 
licencia de obra estaba sujeta a la previa obtención de la licencia de instalación de la actividad 
clasificada en su caso, conforme a lo dispuesto por el Reglamento de Servicios de las Corporaciones 
Locales del año 1955 (artículo 22.3). 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

BLOQUE II: LA LICENCIA URBANÍSTICA 
 
 
ACTUACIONES SUJETAS A LICENCIA URBANÍSTICA (artículo 330) 
 
  
 De la relación de ACTUACIONES SUJETAS A LICENCIA, la mayoría de ellas ya 
contempladas por la legislación derogada, quiero DESTACAR o COMENTAR alguna de ellas: 
 
- Está sujeta a licencia urbanística la LEGALIZACIÓN de cualquier actuación sujeta a licencia o 

a COMUNICACIÓN PREVIA (salvo defectos subsanables de ésta). 
 

- La realización de USOS Y CONSTRUCCIONES DE INTERÉS PÚBLICO Y SOCIAL EN 
SUELO RÚSTICO. 

 
Como ya se comentó están sujetos al régimen jurídico general de licencia urbanística 
con particularidades que veremos más adelante. 

 
- La instalación de andamiaje, maquinaria, grúas y apeos sobre la calzada o la acera si, en este 

caso, no se permite un paso libre de 1,20 metros. 
 

NUEVO supuesto sujeto a licencia. Hasta ahora y, según lo dispuesto por el Reglamento 
de gestión y ejecución del sistema de planeamiento de Canarias, sólo estaba sujeta a 
licencia urbanística la instalación y funcionamiento de grúas. 
 
Este tipo de instalaciones, entendidas como auxiliares para la ejecución de la obra en sí, 
es más propia de los Estudios de Seguridad y Salud, regulados por la legislación sectorial 
en materia de seguridad y salud en las obras de construcción, que del proyecto de obras. 
 
Hasta ahora sólo requerían de la preceptiva autorización municipal para la ocupación 
temporal de la vía pública, por medio de la que quedaría garantizada la seguridad peatonal 
y del tráfico rodado que, en cualquier caso, ahora seguirá requiriendo.  
 
La exigencia de licencia urbanística para este tipo de instalaciones NO se entiende, puesto 
que NO tienen incidencia urbanística alguna. 
 

- Las obras que se realicen en instalaciones, construcciones, edificaciones e infraestructuras que se 
encuentren en SITUACIÓN DE FUERA DE ORDENACIÓN. 

 
Esta ley mantiene la distinción entre SITUACIÓN LEGAL DE CONSOLIDACIÓN 
(edificaciones existentes con licencia a la entrada en vigor de un nuevo instrumento de 
ordenación o legalizadas con posterioridad, que resultasen disconformes con la nueva 
regulación sobrevenida -regulada en los artículos 159 y 160, relativos a la situación legal de 
las construcciones preexistentes-), y la SITUACIÓN DE FUERA DE ORDENACIÓN que, 
por tratarse de edificaciones ILEGALES respecto a las que no es posible el ejercicio de las 
potestades de protección de la legalidad y restablecimiento del orden jurídico perturbado, 
pasa a regularse en el Título IX. Protección de la legalidad ambiental, territorial y 
urbanística. 
 



 

 

Las obras y usos permitidos en edificaciones en situación de fuera de ordenación están 
limitadas en el artículo 362. Este mismo tipo de obras y usos si se proyectaran en edificios 
en situación de consolidación podrían habilitarse a través de comunicación previa. 

 
 
RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS (artículos 339 a 
348) 

  
 De no haber tenido conocimiento anterior del anteproyecto y del proyecto de ley, hubiera 
esperado encontrarme con un RÉGIMEN JURÍDICO DE LA LICENCIA URBANÍSTICA 
similar al que conocíamos. Pero hay cambios importantes y de todo tipo. 
 
 
OBJETO Y  NORMATIVA APLICABLE (artículo 339) 
 
¿QUÉ NO CAMBIA? 
 
 Las licencias son de carácter REGLADO, y consisten en verificar que la actuación 
urbanística a realizar o legalizar se adecua a la legalidad urbanística. Se otorgarán dejando a salvo 
el derecho de propiedad y sin perjuicio de terceros, aunque podrán denegarse si se pretende 
llevar a cabo una ocupación ilegal del dominio público. 
 
 
¿QUÉ CAMBIA? 
  
1. Aunque no es una novedad de esta Ley del Suelo, de alguna forma se viene a “aclarar o 

delimitar” la intervención administrativa en el proceso de la edificación y, en consecuencia, 
el contenido de los informes técnicos sobre cumplimiento de normativa urbanística, 
estableciéndose que: 

 
“El cumplimiento de las condiciones técnicas y de seguridad de los proyectos sujetos a 
intervención administrativa, de su ejecución y de las construcciones, edificaciones e 
instalaciones resultantes es responsabilidad de los titulares, promotores y facultativos 
intervinientes, en los términos previstos en la legislación específica aplicable” 

 
En la práctica, como ya había comentado anteriormente, los ayuntamientos NO 
intervienen en la comprobación del cumplimiento del Código Técnico de la 
Edificación (de desarrollo de la Ley de Ordenación de la Edificación vigente). 
 

2. La LEGALIDAD URBANÍSTICA APLICABLE, 
 

- Será la vigente al tiempo en que se dicte la resolución que ponga fin al procedimiento, 
siempre que se dicte dentro del plazo establecido para resolver. En caso de resolución 
extemporánea o de silencio administrativo positivo, la normativa urbanística que resulta 
MÁS BENEFICIOSA PARA EL SOLICITANTE entre la vigente al tiempo de la 
solicitud o al tiempo de la resolución expresa o producción del silencio positivo. 

 
Con la legislación derogada, en el caso de resolución extemporánea o de silencio 
administrativo, la normativa urbanística aplicable era la vigente al momento de la 
solicitud. 

 



 

 

- En el caso de LEGALIZACIÓN, se aplicaría la MÁS FAVORABLE entre la vigente en el 
momento de la ejecución de las obras o la determinada en el caso anterior. 

 
Con la legislación derogada, se trataba la legalización como si fuera una solicitud para 
ejecutar, sin tener en cuenta el momento en que se ejecutó la obra ILEGAL. 

 
 
CONTENIDO Y EFECTOS (artículo 341) 
 
 La resolución que ponga fin al procedimiento de solicitud de licencias habrá de ser 
MOTIVADA.  
 
Hasta aquí sin cambios, pero esta ley ACOTA a CUATRO (4) los tipos de RESOLUCIÓN que 
se podrán dictar:  
 
a) De INADMISIÓN: cuando la documentación presentada esté incompleta y requerida la 

subsanación, no se aportara en plazo. 
 
b) ESTIMATORIA: cuando la actuación urbanística se adecue totalmente a la legalidad 

urbanística. 
 
c) CONDICIONADA: cuando la actuación se adecue parcialmente a la legalidad urbanística y 

los motivos de incumplimiento no sean esenciales y puedan ser subsanados antes del inicio 
de la actuación y siempre que así lo solicite el interesado en el trámite de alegaciones. 

 
Veremos más adelante cuando deberán ser subsanados. 

 
d) DENEGATORIA: cuando la actuación urbanística contravenga la legalidad urbanística y no 

sea susceptible de subsanación. 
 

En este caso, se establece que la resolución deberá contener la relación de 
incumplimientos de la legalidad urbanística en que se fundamenta la resolución.  
 
Si el interesado presentara nueva solicitud en el plazo de tres meses, y la administración 
dictara nueva resolución denegatoria en virtud de incumplimientos distintos en los que 
fundamentó la primera, y que pudieran haberse apreciado en la documentación de la 
primera solicitud, la administración vendrá obligada a indemnizar al interesado por los 
gastos ocasionados por la nueva solicitud. 

 
Traduciendo a la práctica municipal, varias conclusiones: 
 

1. Debemos en los ayuntamientos ser exhaustivos, si no lo fuéramos ya, en la motivación de la 
resolución denegatoria expresando todos y cada uno de los incumplimientos -técnicos y 
jurídicos se entiende- no subsanables que contenga un proyecto. 

 
2. Cuando se habla de nueva solicitud, se deduce que a instancias del mismo promotor, sin 

los incumplimientos que fueron motivo expreso de denegación, es decir, con la 
presentación de nuevo proyecto. 

 
3. Si el administrado no presenata la nueva solicitud en el plazo de tres meses desde la 

notificación de la resolución denegatoria, no tendrá derecho a ser indemnizado si se diera 
el supuesto regulado. 



 

 

 
 
PROCEDIMIENTO (artículo 342) 
 
 Se introducen algunas novedades en el PROCEDIMIENTO PARA EL 
OTORGAMIENTO DE LICENCIAS: 
 
1. Con la solicitud y documentación técnica exigible en cada caso, según el tipo de actuación, se 

exige la aportación de los títulos o declaraciones responsables acreditativos de la 
TITULARIDAD del dominio o derecho suficiente para ejercer las actuaciones proyectadas 
sobre el suelo, subsuelo o vuelo afectados por la actuación. 

 
Regulado como requisito obligatorio, la no aportación será motivo de inadmisión de la 
solicitud. Sorprende como poco esta exigencia, considerando que las licencias se otorgan 
dejando a salvo el derecho de propiedad y sin perjuicios de terceros y que los 
ayuntamientos no tienen competencia en materia de propiedad… Así que, me pregunto, 
¿para qué esta exigencia?. 

 
2. El apartado 3, del artículo 342, en el que se regulan la emisión de informes preceptivos, es un 

poco “denso” y en algunos puntos confuso, así que voy a exponerlo por partes: 
 

“Admitida a trámite la solicitud, se solicitarán los informes y autorizaciones preceptivos 
a menos que ya fueran aportados por el solicitante”.  
 
Aunque no especifica se deduce que se refiere a los informes y autorizaciones sectoriales 
de otras administraciones públicas, aunque se regule en el mismo párrafo que los informes 
preceptivos municipales. 
 
“Entre los informes preceptivos a solicitar se comprenderán los informes técnico y 
jurídico sobre la adecuación del proyecto o actuación a la legalidad ambiental, territorial y 
urbanística y, en su caso, a la normativa sectorial”. 
 
Informes técnico y jurídico municipales. Y aquí una novedad: 
 
“Si el informe jurídico no fuera realizado por el secretario o secretaria del ayuntamiento, 
éste será recabado preceptivamente cuando los informes técnico y jurídico fueren 
contradictorios entre sí en cuanto a la interpretación de la legalidad urbanística 
aplicable”. 
 
 
Esto habrá que relacionarlo con la LEY DE BASES DE RÉGIMEN LOCAL (Ley 
7/1985, de 2 de abril). Desde el 1 de enero de 2004, fecha en que entraron en vigor las 
modificaciones introducidas por la conocida como “Ley de Grandes Ciudades” (Ley 
57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local), las 
organizaciones municipales NO son todas iguales.  
 
Como no es cuestión de extenderse en demasía sobre este asunto, pongo de ejemplo el 
Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria, que NO tiene Secretario. 
 
Conforme a lo dispuesto sobre régimen de organización de los municipios de gran 
población (Título X de la Ley de Bases), el Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria 
cuenta con secretaria general del Pleno a la que, resumiendo, le corresponde el 



 

 

asesoramiento legal al Pleno; con secretario general técnico de la Junta de Gobierno de 
la Ciudad, al que le corresponde el apoyo a ésta, que es la que tiene, entre otras y por ley, 
la atribución para la concesión de cualquier tipo de licencia. 
 
Pero en el caso del Ayuntamiento de LPGC, aún va más allá. Las competencias para 
resolver las licencias urbanísticas las tiene por delegación, la Dirección General de 
Edificación y Actividades (órgano directivo superior) y la asistencia jurídica a los 
órganos directivos está residenciada en la Asesoría Jurídica, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 129 de la citada Ley de Bases. 
 

3. Si los informes fueran desfavorables, por tener defectos subsanables, la administración podrá 
requerir al solicitante, con suspensión del plazo para resolver, la modificación o rectificación 
del proyecto, con un PLAZO MÁXIMO DE TRES (3) MESES, PRORROGABLE a 
instancias del interesado, debiendo emitirse nuevo informe sobre las subsanaciones 
presentadas. 

 
El Reglamento de gestión y ejecución del sistema de planeamiento de Canarias (Decreto 
183/2004), fijaba un plazo para subsanar de 10 días, prorrogable a 5 días más. 
 

4. Instruido el expediente, en el supuesto de emisión de INFORME DESFAVORABLE, (se 
entiende que bien porque los incumplimientos NO son subsanables -motivos de denegación- 
o bien porque no han sido subsanadas todas las deficiencias técnicas notificadas en el plazo 
conferido) se dará VISTA AL INTERESADO, para que en el PLAZO DE QUINCE (15) 
DÍAS pueda formular ALEGACIONES, consistentes en: 

 
a) Ratificarse en su solicitud inicial. Se entiende que alegando y fundamentando su 

desacuerdo con lo informado desfavorable. 
 

b) Desistir de la solicitud. En este caso no serían alegaciones como tales, entiendo. El 
desistimiento en este momento del procedimiento puede entenderse de acuerdo con lo 
informado. 

 
c) Solicitar la ESTIMACIÓN CONDICIONADA de la licencia, comprometiéndose a 

la subsanación de los incumplimientos advertidos.   
 

Relacionando con el artículo 341 anterior, siempre que los 
INCUMPLIMIENTOS NO SEAN ESENCIALES y puedan ser subsanados 
antes del inicio de la actuación. 

 
5. De no constar informe desfavorable o, de haberlo, una vez cumplimentado el trámite de 

alegaciones previsto en el apartado anterior o transcurrido el plazo, el expediente se remitirá al 
órgano que haya de formular la propuesta de resolución para su formulación y ulterior 
elevación al órgano competente para resolver. 

 
  
 En resumen, haciendo un paréntesis, aunque el PROCEDIMIENTO para resolver una 
solicitud de licencia urbanística, en lo básico, no cambia sustancialmente, incluso se mantiene el 
plazo máximo para resolver, se regula de una forma más prolija y compleja que en la legislación 
derogada y, en algunos puntos, de forma un tanto confusa. 

 
 En cualquier caso, la introducción del trámite de audiencia, por un lado, hace el 
procedimiento más “garantista” para el promotor pero, por otro, supone una mayor carga 



 

 

administrativa. Y ya sabemos que la carga administrativa en estos casos a quién acaba afectando 
es precisamente al promotor.  

 
 

SINGULARIDADES ACTOS Y USOS DE INTERÉS PÚBLICO O SOCIAL (artículo 76-79) 
 
 Tal como decíamos con anterioridad, la realización de USOS Y CONSTRUCCIONES DE 
INTERÉS PÚBLICO Y SOCIAL EN SUELO RÚSTICO está SUJETA A LICENCIA 
URBANÍSTICA, según el régimen jurídico general que estamos viendo, con el procedimiento 
expuesto pero con SINGULARIDADES, que no voy a pormenorizar pero si a destacar lo 
fundamental: 
 
a) Los actos y usos de interés público o social PREVISTOS POR EL PLANEAMIENTO con 

precisión suficiente para permitir su ejecución, y siempre que el planeamiento haya sido 
informado favorablemente por el cabildo correspondiente, estarán SUJETOS A LICENCIA 
URBANÍSTICA con singularidades, salvo cuando se sitúen en suelo rústico de asentamiento 
con ordenación pormenorizada que sólo requerirán el trámite “normal” de licencias. 

 
Estas “singularidades” las tienen reguladas en el artículo 78. Resumiendo, previo a la 
resolución de la licencia el ayuntamiento someterá el proyecto a información pública y 
simultáneamente recabará informe de las administraciones afectadas en sus 
competencias, así como a trámite de audiencia, en su caso, de las personas propietarias 
de suelo incluidas en el proyecto. 

 
b) Actos y usos de interés público o social NO previstos por el planeamiento. 
 

Los actos, construcciones y usos NO ORDINARIOS que NO tengan cobertura expresa 
en el planeamiento, o del grado suficiente de detalle, su autorización por LICENCIA 
requiere de la PREVIA DECLARACIÓN DE INTERÉS PÚBLICO O SOCIAL por el 
CABILDO y, en su caso, de su compatibilidad con el planeamiento insular. 
 
El procedimiento, regulado en le artículo 79, en resumen se inicia con la solicitud de 
licencia ante el ayuntamiento, con los mismos requisitos anteriores, y una vez admitida a 
trámite el ayuntamiento recabará del cabildo la declaración sobre la compatibilidad 
con el planeamiento insular y sobre el interés público o social de la actuación . 
 
Aquí es el cabildo quién deberá someter a información pública el proyecto, recabará 
informe de las administraciones afectadas en sus competencias y dará trámite de audiencia 
a los propietarios. Hecho esto, el cabildo emitirá la declaración en PLAZO DE TRES 
MESES, y caso de no hacerse, se entenderá contraria al interés público o social del 
proyecto. 
 
Notificada al ayuntamiento, éste proseguirá con la tramitación de la licencia. En caso de ser 
OTORGADA, las actuaciones legitimadas por este procedimiento, UNA VEZ 
EJECUTADAS, se INCORPORARÁN AL PLANEAMIENTO que resulte afectado 
cuando se proceda a su modificación sustancial. 

 
 
 
PLAZOS. SILENCIO ADMINISTRATIVO 
 
PLAZO PARA RESOLVER (artículo 343) 



 

 

 
 
 El PLAZO PARA RESOLVER Y NOTIFICAR la licencia urbanística será de TRES 
(3) MESES, contados desde la presentación de la solicitud en registro municipal. Excepto para las 
licencias de segregación, parcelación y división de fincas que será de un (1) mes. 
 
 Las ordenanzas municipales podrán reducir estos plazos pero no ampliarlos, y se 
computarán conforme a lo dispuesto por la legislación sobre procedimiento. 
 
 
SILENCIO ADMINISTRATIVO NEGATIVO (artículo 344) 
 
 El SILENCIO ADMINISTRATIVO NEGATIVO tiene el único efecto de facultar al 
interesado para deducir el oportuno recurso frente a la inactividad declarativa de la 
Administración, y no exime a ésta de la resolución expresa, que no estará vinculada al sentido 
de los informes de conformidad que se hubieran emitido ni al sentido del silencio. 
 
 El vencimiento del plazo establecido sin notificación de resolución expresa facultará al 
interesado a considerar DESESTIMADA su solicitud en los siguientes supuestos: 
 
1. Que lo determine una norma con rango de ley o disposición de derecho de la Unión 

Europea o de derecho internacional. 
 
2. Supuestos contemplados, con carácter de normativa básica, en la legislación estatal sobre 

suelo. 
 

Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, (artículo 11. Régimen urbanístico de la 
propiedad del suelo), establece específicamente que operará el silencio administrativo 
negativo: 
 

a) Movimientos de tierras, explanaciones, parcelaciones, segregaciones u otros actos de 

división de fincas en cualquier clase de suelo, cuando no formen parte de un proyecto de 

reparcelación. 

b) Las obras de edificación, construcción e implantación de instalaciones de nueva planta. 
c) La ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya  sean provisionales o 

permanentes. 

d) La tala de masas arbóreas o de vegetación abusiva en terrenos incorporados a procesos de 

transformación urbanística y, en todo caso, cuando dicha tala se derive de la legislación de 

protección del dominio público. 

 
3. Solicitudes de licencias de obras y usos provisionales previstas en la presente ley. 
 
 
SILENCIO ADMINISTRATIVO POSITIVO (artículo 345) 

 
 Fuera de los supuestos anteriores, transcurrido el plazo establecido sin haberse notificado 
resolución expresa, se entenderá ADQUIRIDA LA LICENCIA POR SILENCIO 
ADMINISTRATIVO, siempre y cuando lo solicitado no contravenga de MANERA 
MANIFIESTA la legalidad urbanística vigente AL TIEMPO DE LA SOLICITUD O AL 
TIEMPO DEL VENCIMIENTO DEL PLAZO, según cuál sea MÁS FAVORABLE AL 
INTERESADO. 



 

 

 
¿QUÉ SIGNIFICA DE “MANERA MANIFIESTA”? 
 
En principio y en relación con lo regulado para el otorgamiento de licencia, de forma 
proporcional, podríamos entender que no operaría el silencio administrativo positivo 
cuando los incumplimientos superen a los considerados como no esenciales y que, en su 
caso, pudieran ser condicionados de una licencia. 
 

 En cualquier caso, se especifican algunos supuestos en los que NO PUEDE 
CONSIDERARSE OPERADO EL SILENCIO POSITIVO: 

 
a) Cuando se careciera de alguno de los títulos sectoriales exigidos como previos al 

otorgamiento de la licencia. 
 

b) Cuando se hubiera tenido conocimiento fehaciente, antes del vencimiento del plazo para 
resolver y notificar, de cualquier informe municipal desfavorable a la solicitud. A estos 
efectos se considerarán como conocidos: 

 
- La Cédula urbanística expedida y notificada al interesado. 

 
- Los Informes obrantes en el expediente al tiempo de la evacuación del trámite de 

audiencia, siempre que éste hubiera tenido lugar con anterioridad al vencimiento del 
plazo para resolver. 

 
COMIENZO DE LAS OBRAS (artículo 346) 
 
 El comienzo de las actuaciones, obtenida la licencia de forma expresa o por silencio, y 
VERIFICADO, en su caso, el CUMPLIMIENTO DE SUS CONDICIONES, requerirá de 
notificación al ayuntamiento con al menos de diez (10) días de antelación a la fecha proyectada 
de inicio, acompañada del proyecto de ejecución si fuera preceptivo y se hubiera obtenido la 
licencia con proyecto básico. 
 
 Aunque a primera vista, esta disposición pudiera parecer poco novedosa, introduce una 
exigencia poco clara o, mejor dicho, más compleja de lo que parece: 
 
…”VERIFICADO, en su caso, EL CUMPLIMIENTO DE SUS CONDICIONES”…, 
evidentemente referido a los casos de LICENCIAS CONDICIONADAS. 
 
 Pero, ¿cómo se hace esta verificación? Sin perjuicio de que, espero, se regule en el futuro 
Reglamento sobre intervención y protección de la legalidad ambiental, territorial y urbanística, ya 
sometido a consulta por el Gobierno de Canarias, la VERIFICACIÓN, entendemos, deberá pasar 
por la presentación en el ayuntamiento de la “subsanación” de los incumplimientos 
condicionados en la licencia, la comprobación por los técnicos municipales (emisión de informe 
técnico) y el dictado de resolución susceptible de recurso.  
 
 Porque de la comprobación puede resultar la subsanación de los condicionantes y, en ese 
caso, la resolución condicionada se convertiría en resolución favorable. Y, en caso contrario, se 
convertiría en resolución denegatoria. 

 
  

 



 

 

EFICACIA TEMPORAL DE LAS LICENCIAS (artículo 347) 
 
 En cuanto a la EFICACIA TEMPORAL DE LAS LICENCIAS se introducen  
SIGNIFICATIVAS NOVEDADES: 
 
1. Toda licencia urbanística deberá establecer un PLAZO DE VIGENCIA para la realización de 

la actuación, salvo que, por la naturaleza de dicha actuación o por su proyección sobre 
usos definitivos, la licencia deba tener una vigencia permanente o indefinida en el tiempo.  

 
2. Para ACTUACIONES EDIFICATORIAS O CONSTRUCTIVAS, se fijará plazo inicial 

para su comienzo y otro para su conclusión, acorde con la duración previsible de las obras y 
que, en ningún caso, podrán exceder de CUATRO AÑOS para el comienzo ni de CUATRO 
AÑOS para su conclusión.  

 
En la legislación derogada se establecía un plazo máximo para el comienzo de las obras de 
2 años. 

 
3. El plazo para la realización de actos jurídicos o para el inicio de actuaciones materiales se 

computará a partir de la notificación de la licencia. En caso de silencio positivo desde el 
transcurso del plazo establecido para la resolución.  

 
 

El PLAZO PARA LA CONCLUSIÓN de las actuaciones materiales comenzará a 
computarse desde la fecha establecida en la licencia y, en su defecto, desde la fecha de 
finalización del plazo para el inicio de la obras. 
 
Tal como queda regulado, si se contabiliza el plazo máximo para finalizar las obras a partir 
de la finalización del plazo para iniciar y no desde el momento en que hayan comenzado las 
obras, al plazo máximo establecido de 4 años para concluir se sumaría el plazo que NO SE 
AGOTÓ del establecido para iniciar las obras.  
 
Por ejemplo: si tengo 4 años para empezar pero empiezo al mes de la notificación de la 
licencia tendré, de hecho, para concluir 7 años y 11 meses. 

 
4. Los plazos de inicio y conclusión de actuaciones materiales podrán establecerse de forma 

autónoma para diferentes FASES, expresamente justificado por el solicitante por la 
complejidad o dimensión de la actuación, por la coyuntura económica o por cualquier otro 
factor equivalente que se considere relevante por la administración.  

 
La ejecución por fases de la obra no facultará por sí sola, para la ocupación parcial de las 
fases ejecutadas, salvo que éstas dispongan de autosuficiencia funcional respecto a los 
servicios que se determinen precisos para dicha ocupación.  
 
Esta regulación de ejecución por fases, aunque con otra redacción, es muy similar a la 
regulada por la legislación derogada. En resumen, cada FASE tendrá como máximo 4 años 
para comenzar y cuatro años para concluir. 
 
 

5. La Administración podrá conceder UNA O VARIAS PRÓRROGAS SUCESIVAS de los 
plazos establecidos, aunque la suma de éstas no podrá exceder del equivalente al plazo 
inicial y el solicitante deberá explicar los motivos que la justifican. 

 



 

 

El plazo de notificación de la resolución será de 1 mes, transcurrido el cuál podrá 
entenderse obtenida por silencio administrativo, siempre que la solicitud se haya 
presentado antes del vencimiento del plazo a prorrogar. 
 
La regulación derogada contemplaba la posibilidad de presentación de UNA ÚNICA 
PRÓRROGA, con plazo máximo igual al inicial y sin exigencia de justificación.  
 
Y, en cualquier caso, la legislación derogada condicionaba la concesión de la prórroga: 
“siempre que los actos de la licencia urbanística sean conformes en el momento del 

otorgamiento de la prórroga con la ordenación de los recursos naturales, territorial y 

urbanística”. 
 
Con la legislación vigente la concesión de prórroga no estará sujeta a los cambios 
ordenancistas que hayan podido producirse tras la concesión de la licencia. 

 
6. Otra novedad: La DENEGACIÓN de la prórroga sólo podrá acordarse, previa audiencia del 

interesado y de forma motivada, cuando la demora en el inicio o la conclusión de la obra 
no esté justificada Y existan, además, elementos fehacientes que evidencien la 
imposibilidad de su inicio o conclusión en el plazo solicitado o en un plazo equivalente al 
establecido inicialmente.  

 
Si no deduzco mal, para denegar no sólo vale con que el promotor NO justifique su 
necesidad de la prórroga sino que, además, tendrá que ser la administración la que acredite 
que el promotor no va a poder cumplir los plazos. 

 
7. El transcurso del plazo, inicial o prorrogado, de vigencia de una licencia sin que el 

interesado haya comenzado o, en su caso, concluido la actuación habilitada facultará a la 
Administración para INCOAR EXPEDIENTE DE CADUCIDAD, con audiencia del 
interesado. 

 
La administración decretará la caducidad cuando concurran las circunstancias 
previstas para la denegación de las solicitudes de prórroga. En otro caso PODRÁ 
CONCEDER DE OFICIO UNA NUEVA PRÓRROGA de la misma por un plazo 
equivalente al establecido inicialmente. 
 
La legislación derogada contemplaba como único requisito para iniciar y, en su caso, 
declarar la caducidad, que hubieran transcurrido e incumplidos cualquiera de los plazos 
inicialmente establecidos. Y, en caso no declarar la caducidad, no contemplaba la 
posibilidad de conceder nueva prórroga. 

 
8. La resolución que decrete la caducidad extinguirá la licencia, no pudiéndose iniciar ni proseguir 

las obras o actuaciones si no se solicita y obtiene nueva licencia.  
 

Novedad: Si la obra quedara inacabada o paralizada tras la declaración de caducidad, 
podrá dictarse ORDEN DE EJECUCIÓN para culminar, a costa del interesado, los 
trabajos imprescindibles para asegurar la seguridad, salubridad y ornato público de 
la obra interrumpida, incluida su demolición total o parcial, si fuere imprescindible por 
motivos de seguridad.  

 
  
 
 



 

 

BLOQUE III: LA COMUNICACIÓN PREVIA 
 
 
ACTUACIONES SUJETAS A COMUNICACIÓN PREVIA (artículo 332) 
 
 Aunque la novedad más esperada de esta ley en materia de intervención administrativa era la 
COMUNICACIÓN PREVIA para habilitar la ejecución de determinadas obras, creo no 
equivocarme si afirmo que la relación de actuaciones sujetas a este título habilitante supera todas las 
expectativas. 
 
 No sólo pasan a habilitarse a través de la comunicación previa las OBRAS MENORES, sino 
gran parte de las OBRAS MAYORES, algunas con afección urbanística significativa, como los 
CAMBIOS DE USO y obras de REHABILITACIÓN O RESTRUCTURACIÓN de 
EDIFICACIONES COMPLETAS.  
 
 Así que, esa “extendida creencia” de que podría existir una equivalencia obra mayor / 
licencia urbanística, obra menor / comunicación previa, OLVIDENLA. 
 
 
 La RELACIÓN de ACTUACIONES SUJETAS A COMUNICACIÓN PREVIA la 
tienen en el artículo 332. Como en el caso de las actuaciones sujetas a licencia, voy  a destacar solo 
alguna de ellas.  
 
- La “PRIMERA OCUPACIÓN DE LAS EDIFICACIONES E INSTALACIONES, 

concluida su construcción, de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente en materia de 
ordenación y calidad de la edificación”.  

 
La primera ocupación pasa de estar sujeta a declaración responsable, según la legislación 
derogada, a quedar habilitada por la comunicación previa.  

  
- La INSTALACIÓN DE ANDAMIAJE, MAQUINARIA, GRÚAS y APEOS, salvo que se 

apoyen sobre la calzada o cuando la ocupación sobre la acera no permita un paso libre de 1,20 
metros. 

 
Se incluyen el resto instalaciones auxiliares para la ejecución de obras, no sujetas a licencia 
urbanística, que ya comenté antes. En este caso, se incluyen también las que se instalan en 
el interior de parcelas privadas. 
 
Es decir, que habilitadas las obras propiamente dichas -sea a través de comunicación previa 
o licencia urbanística, según corresponda- habrá que presentar comunicación previa de las 
instalaciones auxiliares para la ejecución de la obra. 

 
REGLA GENERAL: Toda actuación urbanística de uso o transformación del suelo, vuelo o 
subsuelo que no esté sujeta a otro título de intervención administrativa ni esté exonerada de 
intervención administrativa previa ESTARÁ SUJETA A COMUNICACIÓN PREVIA. 
 
 
 
 
 
 



 

 

CONDICIONANTES SIGNIFICATIVOS 
 
 Los ayuntamientos ESTÁN OBLIGADOS A  LA TRAMITACIÓN Y RESOLUCIÓN 
de las solicitudes de LICENCIA formuladas por los interesados, aún en el supuesto de que la 
actuación ESTÉ SUJETA AL RÉGIMEN DE COMUNICACIÓN PREVIA. 
 
 En estos casos, en el primer trámite siguiente a la presentación de la solicitud, el 
ayuntamiento DEBERÁ INFORMAR AL INTERESADO SOBRE SU DERECHO A 
ACOGERSE AL RÉGIMEN DE COMUNICACIÓN PREVIA y de DESISTIR, en cualquier 
momento, del procedimiento de licencia iniciado. 
 
 Mientras no se produzca este desistimiento, si es que se realiza, deberá continuarse con el 
procedimiento de licencia hasta su resolución. 
 
 Haciendo de nuevo un paralelismo, la legislación en materia de Actividades Clasificadas 
DISTINGUE que actividades clasificadas están sujetas a licencia de instalación y cuales a 
comunicación previa, sin que pueda optarse por uno u otro título a solicitud del interesado. 
 
 
 Mientras que, por un lado, confieso tener ciertas reservas con algunas de las  actuaciones 
sujetas al régimen de comunicación previa -como las ya citadas de cambio de uso o 
rehabilitaciones y reestructuraciones de edificios completos-, y no consigo comprender el criterio 
que se ha seguido para la aplicación de uno u otro régimen, me parece, por otro lado, una 
“oportunidad perdida” NO exigir  que las ACTUACIONES SUJETAS A COMUNICACIÓN 
PREVIA puedan habilitarse ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE a través de ésta. 
 
 Si partimos de la base de que la comunicación previa es tan título habilitante como la 
licencia urbanística, parece que el legislador no acaba de confiar del todo en él y deja a elección 
del promotor que pueda optar por el título “más seguro” antes de iniciar las obras, a costa de 
aumentar la carga administrativa de forma innecesaria. 

 
 

 Se dispone asimismo que la LEGALIZACIÓN DE ACTUACIONES que, SUJETAS A 
COMUNICACIÓN PREVIA, se hayan realizado CONTRAVINIENDO LA LEGALIDAD 
URBANÍSTICA sólo podrá realizarse A TRAVÉS DE LICENCIA URBANÍSTICA, salvo 
que: 
 
1. Se trate de una mera subsanación, dentro del plazo conferido, de la comunicación previa 

presentada. 
 
2. O que la legalización se opere antes de la incoación del expediente de restablecimiento de 

la legalidad urbanística. Se entiende en este caso que con la presentación de la oportuna 
comunicación previa. 

 
3. O que afecte a actuaciones de escasa relevancia o cuantía así determinadas en la 

respectiva ordenanza local. Se deduce que podrán ser reconducidas sin adoptar medidas de 
restablecimiento. 

 
 
 
 
 



 

 

REQUISITOS Y NORMATIVA APLICABLE (artículo 349) 
 
 
 La PRESENTACIÓN de la preceptiva COMUNICACIÓN PREVIA (en los casos que sea 
exigible), acompañada de los DOCUMENTOS EXIGIDOS, HABILITARÁ al interesado para 
realizar la actuación comunicada, siempre y cuando SE AJUSTE A LA LEGALIDAD 
URBANÍSTICA VIGENTE al tiempo de la presentación.  
 
 Todo ello sin perjuicio de las POTESTADES MUNICIPALES DE COMPROBACIÓN 
E INSPECCIÓN de los requisitos habilitantes para el ejercicio del derecho y de la adecuación 
de lo ejecutado al contenido de la comunicación. 
 
  
 En la práctica esto contesta la pregunta más popular de los técnicos proyectistas desde la 
entrada en vigor de la ley: ¿SÓLO HAY QUE PRESENTAR UN ESCRITO DICIENDO QUE 
VOY A EMPEZAR LAS OBRAS?. 
 
 Para poder comenzar obras, es decir, entender HABILITADA LA ACTUACIÓN a través de 
comunicación previa: 
 

1. La DOCUMENTACIÓN EXIGIDA a adjuntar a la comunicación deberá estar 
COMPLETA. NO basta sólo con el escrito de comunicación del interesado. 
 
Primer nivel de comprobación que realizará la administración tras la presentación: la 
documental. 

 
2. La actuación proyectada TIENE que estar AJUSTADA A LA LEGALIDAD 

URBANÍSTICA VIGENTE. 
 
Segundo nivel de comprobación que realizará la administración: informe técnico sobre 
cumplimiento de normativa urbanística. 

 
  
 La comunicación previa estará integrada por un ACTO DOCUMENTADO DEL 
INTERESADO PONIENDO EN CONOCIMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN 
COMPETENTE LA ACTUACIÓN PROYECTADA, cuyos términos y documentación 
complementaria se remiten a desarrollo reglamentario y ordenanza local. 
 
  Se regula, no obstante, que se hará constar: 
 
a) La identidad del promotor y del resto de los agentes de la edificación intervinientes, en su 

caso. 
 
La identificación de los agentes intervinientes de la edificación se entiende a efectos de la 
inspección posterior. Puesto que, caso de darse situaciones de restablecimiento de la 
legalidad urbanística infringida se tendrán que dirimir las oportunas responsabilidades. 
 

b) Descripción gráfica y escrita de la actuación y su ubicación física. 
 

Esta determinación, un tanto “difusa” o poco técnica, habrá que ponerla en relación con la 
documentación requerida por la legislación sectorial en materia de edificación para 
definir las obras a realizar, suscrita por técnico competente en su caso. 



 

 

 
Resumiendo, y por poner una regla simple, la documentación a presentar será la misma que 
hasta ahora se presentaba para una solicitud de licencia de obra, según el tipo de actuación. 

 
c) Indicación del tiempo en que se pretende iniciar y concluir la obra y medidas relacionadas 

con la evacuación de escombros y utilización de la vía pública, cuando así proceda. 
 
 
 Pese a que se remiten los términos de la comunicación previa y la documentación 
complementaria a lo que se determine reglamentariamente y por la respectiva ordenanza local, se 
establece a continuación que, en su caso, se deberá acompañar a la comunicación previa de: 
 
a) PROYECTO suscrito por técnico competente, cuando fuera preceptivo según normativa 

sectorial (LOE), con SUCINTO INFORME DEL REDACTOR QUE ACREDITE EL 
CUMPLIMIENTO DE LA NORMATIVA EXIGIBLE. 

 
Se deduce que, en estos casos, el proyecto deberá ser DE EJECUCIÓN, puesto que se 
comunica el inicio de las obras. 

 
b) En los casos de COMUNICACIÓN PREVIA DE PRIMERA OCUPACIÓN DE 

EDIFICACIONES, adjuntar TÍTULO HABILITANTE DE LA EJECUCIÓN DE LA OBRA 
O EDIFICACIÓN y CERTIFICADO FINAL expedido por técnico competente, 
ACREDITATIVO de que la obra SE AJUSTA AL PROYECTO AUTORIZADO. 

 
Como ya había comentado, la legislación derogada disponía que la primera ocupación 
quedaba habilitada por declaración responsable del promotor, exigiendo además para la 
contratación de servicios a empresas suministradoras la copia autenticada por el 
ayuntamiento. Ahora sólo se exige la presentación de la comunicación previa acompañada 
de la documentación preceptiva.  

 
 Presentada la comunicación previa, la Administración PODRÁ REQUERIR del interesado 
la CORRECCIÓN de aquellas OMISIONES O INCORRECCIONES SUBSANABLES de las 
que adolezca la comunicación. 
 
 
EFECTOS (artículo 350) 
  
 La Ley 39/2015, de 1 de diciembre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, básica estatal (artículo 69. Declaración responsable y comunicación), 
establece que tanto las declaraciones responsables como las comunicaciones “permitirán el 
reconocimiento o ejercicio de un derecho o bien el inicio de una actividad, DESDE EL DÍA DE 
SU PRESENTACIÓN, sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección que 

tengan atribuidas las Administraciones Públicas. 

 
 La Ley del Suelo vigente dispone que la PRESENTACIÓN de la comunicación previa, 
HABILITA para la ejecución de la actuación comunicada, y se podrá hacer valer tanto ante la 
Administración como ante cualquier otra persona, natural o jurídica, pública o privada. 
 
 Sin embargo, se establece que la presentación deberá tener lugar al menos QUINCE (15) 
DÍAS antes del INICIO DE LAS OBRAS, y UN (1) MES en el caso de comunicación previa de 
PRIMERA OCUPACIÓN. 

 



 

 

 En la práctica esto supone que la comunicación NO CAUSA EFECTO en el momento de la 
presentación, sino transcurrido el plazo establecido. Es una especie de “comunicación en diferido”. 
Según se expone en el preámbulo, se establece este plazo “a los fines de permitir la reacción 
municipal en supuestos burdos de infracción de las normas”. 
 
 Es una “precaución” del legislador canario que parece ir en contra del principio sobre el que 
se sustenta la comunicación, LA PRESUNCIÓN DE QUE SE CUMPLE CON LA LEGALIDAD, y 
que no tiene mayores efectos, puesto que la “reacción” de la Administración se podrá producir con 
posterioridad a estos plazos. 

 
 
 La INEXACTITUD, FALSEDAD U OMISIÓN, de carácter ESENCIAL, de cualquier 
dato o información que se incorpora a una comunicación previa o la NO PRESENTACIÓN siendo 
preceptiva, DETERMINARÁ LA IMPOSIBILIDAD DE INICIAR Y/O CONTINUAR CON 
LA ACTUACIÓN URBANÍSTICA. 
 
  
INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA POSTERIOR 
 
 La COMPROBACIÓN de la COMUNICACIÓN PREVIA y de las ACTUACIONES 
EJECUTADAS A SU AMPARO se regirá por lo dispuesto para el RESTABLECIMIENTO 
DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA y dará lugar a la ADOPCIÓN DE MEDIDAS DE 
RESTABLECIMIENTO en los supuestos de: 
 
1. INEXACTITUD, FALSEDAD U OMISIÓN en la comunicación previa o en los documentos 

que la acompañan, salvo que sean subsanadas ante requerimiento de la Administración. 
 
2. CONTRAVENCIÓN DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA. 
 
3. INAPLICABILIDAD DEL RÉGIMEN DE COMUNICACIÓN PREVIA A LA 

ACTUACIÓN PROYECTADA por estar sujeta a licencia o título autorizatorio de efectos 
equivalentes. 

 
 Por último se exige que en el caso de EJECUCIÓN DE OBRAS habilitadas por 
comunicación previa, EL PROMOTOR DEBERÁ COMUNICAR SU FINALIZACIÓN A LA 
ADMINISTRACIÓN. 
 
 Entendiendo esta comunicación como PUESTA EN CONOCIMIENTO de la 
administración. Por “descarte”, NO estarían sujetas a COMUNICACIÓN PREVIA DE PRIMERA 
OCUPACIÓN las obra habilitadas por comunicación previa. 
 
 Como vimos con anterioridad, se regula expresamente, que está sujeta a comunicación 
previa: 
 
La “Primera ocupación de las edificaciones y las instalaciones, concluida su construcción”… 
 

 Parece que la primera ocupación se refiere únicamente a la finalización de una obra de 
nueva planta. 
 
 Sin embargo, para la contratación de servicios con las empresas suministradoras de agua, 
energía eléctrica, etc. (artículo 336) se exige la presentación de comunicación previa, acompañada 
de los documentos preceptivos, que habilite para la PRIMERA UTILIZACIÓN Y OCUPACIÓN. 



 

 

 
 Me pregunto qué va a pasar con las actuaciones que engloban una rehabilitación completa 
con cambio de uso, por ejemplo, pasar de un edificio con uso de oficinas a VIVIENDAS -sujeta a 
comunicación previa-, para las que es necesario contratar nuevos suministros con contadores 
independientes. 
 
 
¿CUÁNDO? Y ¿QUÉ PLAZOS TIENE LA ADMINISTRACIÓN PARA 
COMPROBAR E INSPECCIONAR? 
 
 Aunque NO es objeto de esta ponencia hablarles de la potestad administrativa de 
RESTABLECIMIENTO DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA, regulada en el Título IX de la ley 
y que verán en las próximas jornadas, no puedo dejar de hacer mención a algunas cuestiones para 
contestar estas preguntas: 
 
¿VAN A COMPROBAR? ¿CUÁNDO? ¿HASTA CUANDO?, 
 
puesto que la COMUNICACIÓN PREVIA está directamente asociada al CONTROL 
POSTERIOR, y éste, como se decía al principio, es de EJERCICIO INEXCUSABLE. 
 
 
 La administración podrá comprobar en cualquier momento tras la presentación de la 
comunicación previa. El PLAZO MÁXIMO para inspeccionar será el establecido como plazo 
máximo para que la administración pueda incoar procedimiento de restablecimiento de la 
legalidad urbanística en su caso. 
 
 Será de CUATRO (4) AÑOS desde la COMPLETA TERMINACIÓN DE LAS OBRAS, o 
de CUATRO (4) AÑOS desde que se produzca el PRIMER SIGNO EXTERIOR Y VERIFICABLE 
en el caso de USOS (artículo 361.1), salvo las excepciones de no prescripción reguladas en el 
artículo 361.5. 
 
 Es importante, en consecuencia, que se de cumplimiento a la exigencia de 
COMUNICACIÓN A LA ADMINISTRACIÓN DE LA FINALIZACIÓN DE OBRAS, a efectos 
de acreditación, en su caso, de la prescripción. 
 
  
 En la práctica, las potestades de comprobación e inspección municipales se pondrá en 
marcha en función de la entidad de las actuaciones comunicadas, priorizando aquellas cuya posible 
contravención de la legalidad urbanística pueda  producir mayor afección al interés público o a 
terceros -cambios de uso, rehabilitación o reestructuración de edificios completos, etc. 
 
 En el caso de las COMUNICACIONES PREVIAS DE PRIMERA OCUPACIÓN, no 
podemos obviar lo dispuesto por el vigente Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación 
Urbana (artículo 11.5), básica estatal: 

 
“Cuando la legislación de ordenación territorial y urbanística aplicable sujete la 

PRIMERA OCUPACIÓN O UTILIZACIÓN de las edificaciones a un régimen de 
comunicación previa o de declaración responsable, y de dichos procedimientos NO resulte 

que la edificación cumple los requisitos necesarios para el destino al uso previsto, la 

Administración a la que se realice la comunicación deberá adoptar las medidas necesarias 
para el cese de la ocupación o utilización comunicada.  

 



 

 

Si no adopta dichas medidas en el PLAZO DE SEIS MESES, será responsable de los 
perjuicios que puedan ocasionarse a terceros de buena fe por la omisión de tales medidas. 

La Administración podrá repercutir en el sujeto obligado a la presentación de la 
comunicación previa o declaración responsable el importe de tales perjuicios”. 

 

 En consecuencia, en estos casos -como por ejemplo la primera ocupación de edificios 
destinados a viviendas- se dará prioridad en la COMPROBACIÓN E INSPECCIÓN de oficio. 
 
 

CONCLUSIÓN 
 
 En estos últimos meses, desde que se empieza a hablar de la inminente entrada en vigor de 
la ley del suelo, en relación con la COMUNICACIÓN PREVIA, se nos viene repitiendo que es 
necesario que se produzca “UN CAMBIO DE MENTALIDAD” de los técnicos municipales. Y 
digo se repite, no sólo porque se nos dice continuamente, sino porque que ya se decía en el año 
2011 cuando entró en vigor la Ley 7/2011 de Actividades Clasificadas. 
 
 Con la experiencia acumulada, más que un cambio de mentalidad que, en cualquier caso 
también tendría que producirse en los administrados -incluidos promotores y técnicos proyectistas-, 
creo que lo que necesitamos todos es una TOMA DE CONCIENCIA real de las 
RESPONSABILIDADES que todos y cada uno por ley tenemos.  
 
 La administración, además de cumplir la ley, tiene la responsabilidad de velar por su 
cumplimiento y los administrados el deber de cumplir y asumir las responsabilidades derivadas de 
su incumplimiento. Y esto NO HA CAMBIADO con la entrada en vigor de la nueva ley. 
 
 Hemos estado viendo los CAMBIOS en LA FORMA de la relación 
administrado/administración (procedimiento) en materia de legalidad urbanística, pero EL FONDO 
NO CAMBIA EN ABSOLUTO (normativa urbanística de aplicación).  
 
 Bien sea a través de licencia urbanística o de comunicación previa, el CONTROL 
URBANÍSTICO ES EXACTAMENTE EL MISMO, SÓLO CAMBIA EL MOMENTO EN QUE 
LA ADMINISTRACIÓN LO REALIZA: 
 
 ANTES con la licencia urbanística. 
 DESPUÉS con la comunicación previa. 
 
 
 Así que, para que todo vaya bien, sigue siendo igual de simple: 
 
- Los técnicos proyectistas, cumplan con la normativa urbanística de aplicación -siendo 

conscientes además de que avalan al promotor (con la comunicación previa inician bajo su 
responsabilidad y sin “supervisión municipal” las actuaciones). 

 
- Los técnicos y jurídicos municipales realicen el control previo y posterior sin perder de vista 

los PRINCIPIOS que, por ley, deben regir la INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA: 
 

 
LEGALIDAD, PROPORCIONALIDAD Y MENOR INTERVENCIÓN 

 
Las Palmas de Gran Canaria, 23 de octubre de 2017. 
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